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La solución de conflictos entre estados puede intentarse de dos formas: por vía diplomática (negociación directa, mediación, conciliación y otras similares) o bien la vía jurisdiccional (acción judicial o arbitraje). 

Ambas opciones están regidas por el principio de “libre elección de los medios”; se trata de un requisito del derecho internacional que circunstancialmente podría obstaculizar la solución del conflicto cuando una de las partes se rehúsa a resolverlo dejando a la otra en franca indefensión, salvo que exista entre ellas una obligación convencional de incuestionable suficiencia que las constriña a solucionar la divergencia por el mecanismo que libremente hubiesen concertado. 

En ese sentido si el medio acordado por las partes fuera de índole jurisdiccional, el ejercicio de la acción judicial o del arbitraje deberá estar precedido por un acuerdo suscrito entre las partes comprometiéndose a solucionar el conflicto por la vía pactada. El consentimiento de las partes confiere jurisdicción al tribunal, sólo así se podrá iniciar formalmente el proceso.

En la divergencia marítima con Chile, Bolivia ya ha recurrido a los medios diplomáticos desplegando significativas acciones en su relación bilateral con Chile para encontrar una solución al conflicto. Sin embargo, todas fracasaron por la evidente falta de voluntad política de Chile (1895, 1950, 1975 y 1987). 

De igual forma se procedió en el escenario multilateral. Bolivia logró que la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos pronuncie importantes resoluciones “exhortando a Chile y a Bolivia a realizar negociaciones encaminadas a dar a Bolivia una conexión territorial libre y soberana con el océano Pacífico”. No obstante el peso político e incuestionable valor ético y moral de dichas resoluciones, Chile ha hecho caso omiso de las mismas.

Ante el fracaso de estas negociaciones diplomáticas el Gobierno boliviano decidió buscar la solución del conflicto a través de la vía jurisdiccional, tarea a la que está abocada la Dirección de Reivindicación Marítima. Este órgano debe verificar el cumplimiento de tres condiciones necesarias antes de presentar la demanda: apertura de la jurisdicción internacional, competencia favorable del tribunal respectivo y la sumisión voluntaria de Chile a dicho tribunal. 

Los tres casos presuponen escenarios de difícil conformación en virtud de los rigurosos requisitos establecidos en el pacto de Bogotá y en la convención de La Haya de 1899, esta última aplicable por mandato del tratado bilateral de arbitraje de 1907, instrumentos vinculantes entre Bolivia y Chile. 

Si desde lo jurídico no se vislumbra una posibilidad real de accesibilidad a la jurisdicción internacional resulta estéril la elaboración de una demanda a pesar de lo incuestionable que puedan ser los argumentos y fundamentos del petitorio de Bolivia, sea que se demande la interpretación del tratado de 1904, el incumplimiento del mismo o su nulidad, tema que exige otro análisis de mayor alcance y profundidad.

El panorama en sí es bastante complejo y se perfilan pocas opciones para Bolivia. Las más comentadas en los debates académicos y políticos son dos: reactivar el diálogo e impulsar una negociación directa (no obstante la reiterativa oposición de Chile a otorgar una salida útil y soberana al océano Pacífico) o correr el riesgo de presentar una demanda que probablemente será rechazada por falta de jurisdicción y competencia del tribunal internacional. 

Personalmente creo que vale la pena analizar otras opciones, una de ellas podría darse en el escenario multilateral y aprovechando que Bolivia será sede de la próxima Asamblea General de la OEA, gestionar la aprobación de una resolución que favorezca el cumplimiento de las ya emitidas por este organismo sobre el conflicto Bolivia-Chile, para cuyo efecto la Asamblea podría encomendar a un órgano del sistema o a una comisión ad hoc el seguimiento a este proceso hasta su real cumplimiento.

Si el Gobierno boliviano persiste en utilizar la vía jurisdiccional se perfilan dos opciones, primero persuadir a Chile a someter voluntariamente el diferendo a un tribunal internacional para zanjar el problema de una buena vez; segundo, en el marco de la Carta de la ONU, intentar una aproximación al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, para que este órgano formule una recomendación orientando la solución del conflicto por la vía jurisdiccional. Ambas opciones son de difícil alcance.
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